El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
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Proceso:
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Accionante: 


     Javier Elias Arias Idárraga
Accionado:
      Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia
Magistrado Ponente:  Claudia María Arcila Ríos
Temas: 

          DEBIDO PROCESO / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS PARA LA PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A DECISIONES JUDICIALES/ ACCIONANTE NARRÓ HECHOS NO OCURRIDOS / /INTERPOSICIÓN RECURSO DE APELACIÓN PENDIENTE DE RESOLVER/ PRETENSIÓN PREMATURA/ NIEGA- IMPROCEDENTE 

6. Surge de lo anterior que los hechos en que se fundamentó la pretensión principal de la acción de tutela, es decir lo relativo a la falta de reconocimiento de la coadyuvancia solicitada por los señores  Augusto Becerra, Sebastián Ramírez y Mauricio Alejandro Ramírez Jaramillo, no guardan relación con lo efectivamente acaecido en el proceso en el que el accionante encuentra lesionados sus derechos, pues el juzgado demandado accedió a esa solicitud en la diligencia celebrada el 30 de julio pasado.

En conclusión, la protección constitucional reclamada se fundamentó en hechos que no han tenido ocurrencia.

(…)

7. El actor también se queja de que la sentencia proferida en la citada acción popular desconoce el precedente de esta Sala y de la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, de conformidad con las pruebas aportadas, frente a esa providencia el accionante formuló recurso de apelación, el que a la fecha se encuentra pendiente de resolver sobre su concesión.

Surge de lo anterior, que en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, si el juzgado accionado no ha decidido aún sobre la concesión de ese recurso, el amparo constitucional solicitado se tornaría prematuro, pues todavía estaría por definirse lo relativo a la procedencia de esa medio de impugnación y, de reunir los requisitos necesarios para ese efecto, el actor debe aguardar a que en segunda instancia se resuelvan los reproches que tiene frente a esa sentencia 
y no acudir a este medio excepcional para elevarlos.

Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas en el propio proceso, escenario normal previsto por el legislador para ello.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, agosto diecisiete (17) de dos mil dieciocho (2018)

Acta No. 302 del 17 de agosto de 2018

Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00592-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados los señores Augusto Becerra, Sebastián Ramírez y Mauricio Alejandro Ramírez Jaramillo, el Banco Davivienda, las Alcaldías de Pereira y de Santander de Quilichao, la Personería Municipal de esa última localidad, el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular radicada bajo el número “2015-318”, en la que actúa, el juzgado accionado se negó a reconocer “coadyuvancias” y profirió sentencia que desconoce el precedente de la Corte Suprema de Justicia y de este Tribunal.
2. Considera lesionados el derecho a la igualdad y para su protección solicita se ordene al juzgado accionado: a) reconocer “a los coadyuvantes” y b) indicar si en este caso incurrió en renuencia o si por el contrario cumplió lo dispuesto en los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 3 de agosto último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda. También a los señores Augusto Becerra, Sebastián Ramírez y Mauricio Alejandro Ramírez Jaramillo, al Banco Davivienda, a la Alcaldía y a la Personería Municipal de Santander de Quilichao, como intervinientes en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos. 
2. En el trámite de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del juzgado accionado manifestó no haber lesionado los derechos fundamentales del actor, pues de conformidad con el acta de la lectura de sentencia, proferida el 30 de julio de este año, dentro de la acción popular objeto del amparo, “se resolvió el escrito radicado por el accionante momento antes de la audiencia”.

2.2 El Procurador Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.
2.3 El representante legal para efectos judiciales del Banco Davivienda indicó que en este caso la acción popular ya fue resuelta por medio de sentencia del 30 de julio de 2018, en la cual se declaró probada la excepción de inexistencia de la vulneración alegada, es decir que como ya se agotaron todos los recursos ordinarios, la intención del accionante es entorpecer el trámite judicial. Tampoco se evidencia en ese proceso lesión alguna de los derechos fundamentales del actor.

2.4 El Alcalde de Santander de Quilichao manifestó que la función de garantizar los derechos e intereses colectivos recae en la Procuraduría General de la y que el accionante ya había formulado otras acciones de tutela por los mismos hechos, las radicadas bajo los Nos. 2018-00188 y 2018-00190, de la cual conoció esta Sala, razón por la cual el proceder del accionante es temerario.

2.5 Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela contra: a) el auto por medio del cual la funcionaria accionada se abstuvo de reconocer la calidad de coadyuvantes a quienes la solicitaron y b) la sentencia por medio de la cual definió la acción popular objeto del amparo. De serlo, se analizará si en esas decisiones se incurrió en lesión del derecho invocado.  

3. Antes de comenzar con el desarrollo de los anteriores problemas jurídicos, la Sala debe verificar si en este caso se produjo el fenómeno de la temeridad, de acuerdo con lo informado por el Alcalde de Santander de Quilichao. 

A la actuación se incorporó copia de la tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga, el 20 de abril pasado, contra el Juzgado Promiscuo del Circuito La Virginia con sustento en la inaplicación del artículo 121 del Código General del Proceso, dentro de la acción popular radicada 2015-00318
. Es decir que al comparar esa petición con la que es objeto de esta providencia se deduce que son notoriamente distintas.

De esa manera las cosas, como no se ha producido la cosa juzgada ni mucho menos una actuar temerario por parte del actor, es procedente definir de fondo la cuestión.

4. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.

Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y         el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

5. Las pruebas documentales incorporadas al expediente, en el disco compacto que obra a folio 7, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El 30 de julio de 2018 los señores Augusto Becerra, Sebastián Ramírez y Mauricio Alejandro Ramírez Jaramillo solicitaron ser reconocidos como coadyuvantes dentro de la acción popular formulada por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco Davivienda ubicado en la carrera 10 No. 3-23 de Santander de Quilichao, Cauca
.
5.2 En la citada fecha se llevó a cabo la audiencia de que trata el artículo 373 del Código General del Proceso en la cual se dispuso tener como coadyuvantes a aquellos señores y se dio lectura al fallo de primera instancia en el que se declaró probada la excepción de inexistencia de vulneración
.

5.3 Frente a esa sentencia el actor formuló recurso de apelación
.
5.4 Esa actuación corresponde a la última que se ha surtido en el proceso. 
6. Surge de lo anterior que los hechos en que se fundamentó la pretensión principal de la acción de tutela, es decir lo relativo a la falta de reconocimiento de la coadyuvancia solicitada por los señores  Augusto Becerra, Sebastián Ramírez y Mauricio Alejandro Ramírez Jaramillo, no guardan relación con lo efectivamente acaecido en el proceso en el que el accionante encuentra lesionados sus derechos, pues el juzgado demandado accedió a esa solicitud en la diligencia celebrada el 30 de julio pasado.

En conclusión, la protección constitucional reclamada se fundamentó en hechos que no han tenido ocurrencia.

La Corte Suprema de Justicia, en proceso de tutela propuesta por quien en este asunto actúa como demandante, en el que también se relataron hechos que no guardaban relación con lo acaecido en el proceso en el que el peticionario encontraba la lesión de sus derechos, dijo:

“Visto lo anterior, la Corte advierte que tal como lo indicó el Tribunal a quo, no es viable entrar a examinar las puntuales inconformidades del actor, puesto que los planteamientos plasmados en el escrito de tutela, no guardan alguna relación con lo actuado dentro del asunto 2015-01053-00, por cuanto, no se avizora que la autoridad accionada haya rechazado de plano la demanda del tutelante por falta de competencia, sino al contrario, lo que aconteció fue que la inadmitió para que él realizara unas aclaraciones y aportara unas pruebas, empero, como aquél no cumplió con la carga, se rechazó la demanda.

Se refuerza lo preanotado, porque el auto que “rechazó” la demanda por no haberse subsanado se profirió el 29 de abril de 2016, es decir, con posterioridad a la presentación del presente auxilio, y bajo esa circunstancia, no es posible analizar los descontentos del tutelante, itérese, la falta de congruencia entre lo relatado en el escrito de tutela y lo que se adelantó en el juicio; además, tampoco se observó que la autoridad querellada hubiese rechazado algún recurso de apelación por improcedente…”

Por tanto la acción de tutela debe ser negada.

7. El actor también se queja de que la sentencia proferida en la citada acción popular desconoce el precedente de esta Sala y de la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, de conformidad con las pruebas aportadas, frente a esa providencia el accionante formuló recurso de apelación, el que a la fecha se encuentra pendiente de resolver sobre su concesión.
Surge de lo anterior, que en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, si el juzgado accionado no ha decidido aún sobre la concesión de ese recurso, el amparo constitucional solicitado se tornaría prematuro, pues todavía estaría por definirse lo relativo a la procedencia de esa medio de impugnación y, de reunir los requisitos necesarios para ese efecto, el actor debe aguardar a que en segunda instancia se resuelvan los reproches que tiene frente a esa sentencia 
y no acudir a este medio excepcional para elevarlos.
Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas en el propio proceso, escenario normal previsto por el legislador para ello.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, el amparo solicitado es improcedente y así se declarará.

8. Igual determinación merece la petición del actor dirigida a que se ordene al juzgado accionado informar si en este caso se incurrió en renuencia, ya que la acción de amparo está concebida para proteger derechos fundamentales concretos y no para elevar esa clase de peticiones.

9. En estas condiciones, el amparo será negado, salvo respecto a las anteriores pretensiones, frente a las cuales se procederá de la forma señalada.

10. Como lo solicita el demandante, se autorizará expedir copia de todo lo actuado en este proceso. Ello, a su costa, pues aunque el Acuerdo 1772 de 2003 exonera el pago de dicha expensa en las acciones de tutela, se seguirá de cerca lo decidido en un caso similar al presente por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en el que se dijo que esa exención aplica para eventos en los cuales las reproducciones se requieran para el impulso o el ejercicio de esas acciones constitucionales, lo que no ocurre en este caso.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se niega la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados los señores Augusto Becerra, Sebastián Ramírez y Mauricio Alejandro Ramírez Jaramillo, el Banco Davivienda, las Alcaldías de Pereira y de Santander de Quilichao, la Personería Municipal de esa última localidad, el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda, respecto de la pretensión dirigida a obtener se reconociera la coadyuvancia solicitada, en lo demás se declara improcedente.

SEGUNDO. Expídase al accionante copia de todo lo actuado en este proceso, a su costa.
TERCERO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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� Sala de Casación Civil, sentencia de tutela del 9 de junio de 2016, MP: Dr. Luis Alfonso Rico Puerta, radicación 66001-22-13-000-2016-00515-01
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